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Sentencia 59/2017, de 11 de mayo de 2017 (BOE de 15 de 
junio de 2017). Ponente: Andrés Ollero Tassara (Cuestión de 
inconstitucionalidad) 

Preceptos constitucionales: 31; 

 otros: 

Objeto: Planteada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 
de Jerez de la Frontera, en relación con diversos preceptos del texto refundido de la 
Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo. Principio de capacidad económica y prohibición de confisca-
toriedad: nulidad de los preceptos legales que regulan el impuesto sobre el incremen-
to del valor de los terrenos de naturaleza urbana, en la medida que someten a tributa-
ción situaciones de inexistencia de incrementos de valor (SSTC 26/2017 y 37/2017).

Antecedentes Jurisprudenciales citados (SSTC y AATC): STC 26 y 
39/2017

Materias: Principio de capacidad económica.

El Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Jerez de la Frontera 
ha planteado una cuestión inconstitucionalidad en relación con el artículo 
107 del texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo (en adelante, 
LHL), por posible infracción del principio de capacidad económica (art. 31.1 
CE). Precisará el TC que aun cuando se cuestiona por el órgano judicial el 
artículo 107 LHL en su totalidad, en la medida en que la liquidación 
impugnada en el proceso a quo deriva de la transmisión onerosa de unos 
terrenos, deben quedar fuera del objeto las letras b), c) y d) de su apartado 2; 
en la medida en que se acogen las reglas para la determinación del valor de 
terreno en la constitución y transmisión de derechos reales de goce limitativos 
del dominio [letra b)]; en la constitución o transmisión del derecho a elevar 
una o más plantas sobre un edificio o terreno, o del derecho de realizar la 
construcción bajo suelo sin implicar la existencia de un derecho real de 
superficie [letra c)]; y en las expropiaciones forzosas [letra d)]; al no ser de 
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aplicación al supuesto de hecho del que trae causa el presente proceso 
constitucional, dado que el órgano judicial no ha fundado su aplicabilidad ni 
tampoco la medida en la que la decisión del proceso a quo depende de la 
validez de los apartados b), c) y d) del artículo 107.2 LHL, estos deben quedar 
excluidos del objeto de la cuestión. Considerará el órgano cuestionante que la 
ley atribuye, en todo caso, un resultado positivo (un incremento de valor) por 
la aplicación de unas reglas de determinación de la base imponible que no 
pueden dejar de aplicarse (dado su carácter imperativo), no contemplando la 
posible existencia de una minusvaloración al momento de la transmisión de 
los inmuebles; desde este punto de partida se estaría haciendo depender la 
prestación tributaria de situaciones que no son expresivas de capacidad 
económica y, en consecuencia, sometiendo a tributación manifestaciones de 
riqueza no ya potenciales, sino inexistentes o ficticias; se sostiene en defensa 
de la norma que se confunde el valor real con el valor catastral, pues el tributo 
no pretende gravar incrementos reales, al haber optado el legislador por 
calcular el incremento de valor derivado de la transmisión de un bien 
inmueble de naturaleza urbana de forma objetiva, sin atender a las 
circunstancias del caso concreto; concluyendo, esto permite que incluso quien 
transmita un inmueble por un precio inferior al de adquisición, habiendo 
obtenido una pérdida económica, tenga un incremento de valor sometido a 
tributación; será criterio del defensor de la legitimidad de la norma de que la 
circunstancia de que con la transmisión se evidencie una minusvalía, no 
convierte al tributo en contrario al principio de capacidad económica del 
artículo 31.1 CE y, por tanto, no es inconstitucional; porque con el hecho 
mismo de la transmisión se pone de manifiesto una capacidad económica 
susceptible de gravamen. Se traerá por el Fiscal General las SSTC 26/2017 y 
36 2017  relativas a los arts. 1, 4 y 7.4, respectivamente, de las Normas Forales 
16/1989, de 5 de julio, y 46/1989, de 19 de julio, reguladoras del impuesto 
sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana en los 
territorios históricos de Gipuzkoa y Álava, al considerar que debe declararse 
la inconstitucionalidad y nulidad de los arts. 107.1, 107.2 a) y 110.4 LHL, 
únicamente en la medida que someten a tributación situaciones de inexistencia 
de incremento de valor; habida cuenta que la redacción de los preceptos 
ahora cuestionados es idéntica a la declarada inconstitucional en aquellas 
Sentencias. Sostendrá el TC que sobre una duda de constitucionalidad 
sustancialmente idéntica a la ahora planteada ya ha habido un 
pronunciamiento reciente en las SSTC 26/2017 y 37/2017; al tiempo que 
recordará que se ha llegado a la conclusión de que el tratamiento que 
otorgaban las citadas normas forales a los supuestos de no incremento o, 
incluso, de decremento, en el valor de los terrenos de naturaleza urbana, 
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carecía de toda justificación razonable, al imponer a los sujetos pasivos del 
impuesto la obligación de soportar la misma carga tributaria que correspondía 
a las situaciones de incrementos derivados del paso del tiempo, con lo que se 
estaban sometiendo a tributación situaciones de hecho inexpresivas de 
capacidad económica en contra del principio garantizado en el artículo 31.1 
CE (SSTC 26/2017, FJ 3, y 37/2017, FJ 3). Y continuará recordando que en 
una y otra Sentencia que, siendo constitucionalmente admisible que el 
legislador establezca impuestos que, sin desconocer o contradecir el principio 
de capacidad económica, estén orientados al cumplimiento de fines o a la 
satisfacción de intereses públicos que la Constitución preconiza o garantiza, 
bastando con que dicha capacidad económica exista, como riqueza o renta 
real o potencial en la generalidad de los supuestos contemplados por el 
legislador al crear el impuesto, para que aquél principio constitucional quede 
a salvo, ello debe hacerse sin que en ningún caso pueda establecer un tributo 
tomando en consideración actos o hechos que no sean exponentes de una 
riqueza real o potencial, o, lo que es lo mismo, en aquellos supuestos en los 
que la capacidad económica gravada por el tributo sea, no ya potencial, sino 
inexistente, virtual o ficticia (SSTC 26/2017, FJ 3; y 37/2017, FJ 3); precisión 
que a continuación supone que, aun cuando es plenamente válida la opción 
de política legislativa dirigida a someter a tributación los incrementos de 
valor mediante el recurso a un sistema de cuantificación objetiva de 
capacidades económicas potenciales, en lugar de hacerlo en función de la 
efectiva capacidad económica puesta de manifiesto, sin embargo, una cosa es 
gravar una renta potencial (el incremento de valor que presumiblemente se 
produce con el paso del tiempo en todo terreno de naturaleza urbana) y otra 
muy distinta es someter a tributación una renta irreal (STC 26/2017, FJ 3); en 
consecuencia, aun cuando de conformidad con su regulación normativa, el 
objeto del impuesto analizado es el incremento de valor que pudieran haber 
experimentado los terrenos durante un intervalo temporal dado, que se 
cuantifica y somete a tributación a partir del instante de su transmisión, el 
gravamen, sin embargo, no se anuda necesariamente a la existencia de ese 
incremento sino a la mera titularidad del terreno durante un período de 
tiempo computable que oscila entre uno (mínimo) y veinte años (máximo); 
apreciará, por eso el TC que basta con ser titular de un terreno de naturaleza 
urbana para que se anude a esta circunstancia, como consecuencia inseparable 
e irrefutable, un incremento de valor sometido a tributación que se cuantifica 
de forma automática, mediante la aplicación al valor que tenga ese terreno a 
efectos del impuesto sobre bienes inmuebles al momento de la transmisión, de 
un porcentaje fijo por cada año de tenencia, con independencia no sólo del 
quantum real del mismo, sino de la propia existencia de ese incremento 
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(SSTC 26/2017, FJ 3; y 37/2017, FJ 3). Concluirá el TC que, sin embargo, 
parece claro que la circunstancia de que el nacimiento de la obligación 
tributaria se hiciese depender, entonces y también ahora, de la transmisión de 
un terreno, podría ser una condición necesaria en la configuración del 
tributo, pero, en modo alguno, puede erigirse en una condición suficiente en 
un tributo cuyo objeto es el incremento de valor de un terreno. En consecuencia 
es criterio del Tc que al hecho de esa transmisión hay que añadir, por tanto, 
la necesaria materialización de un incremento de valor del terreno, exponente 
de una capacidad económica real o, por lo menos, potencial; por ello, cuando 
no se ha producido ese incremento en el valor del terreno transmitido, la 
capacidad económica pretendidamente gravada deja de ser potencial para 
convertirse en irreal o ficticia, violándose con ello el principio de capacidad 
económica (art. 31.1 CE) (STC 37/2017, FJ 3). Recordará el TC cómo en su 
STC 26/2017 se consideró que los preceptos cuestionados fingen, sin admitir 
prueba en contrario, que por el solo hecho de haber sido titular de un terreno 
de naturaleza urbana durante un determinado período temporal (entre uno 
y veinte años), se revela, en todo caso, un incremento de valor y, por tanto, 
una capacidad económica susceptible de imposición, impidiendo al ciudadano 
cumplir con su obligación de contribuir, no de cualquier manera, sino 
exclusivamente ‘de acuerdo con su capacidad económica’ (art. 31.1 CE); al 
establecer el legislador la ficción de que ha tenido lugar un incremento de 
valor susceptible de gravamen al momento de toda transmisión de un terreno 
por el solo hecho de haberlo mantenido el titular en su patrimonio durante 
un intervalo temporal dado, soslayando aquellos supuestos en los que no se 
haya producido ese incremento, lejos de someter a tributación una capacidad 
económica susceptible de gravamen, les estaría haciendo tributar por una 
riqueza inexistente, en abierta contradicción con el principio de capacidad 
económica del citado artículo 31.1 CE (SSTC 26/2017, FJ 3; y 37/2017, FJ 3); 
para concluir, la crisis económica ha convertido lo que podía ser un efecto 
aislado ‒la inexistencia de incrementos o la generación de decrementos‒ en 
un efecto generalizado, al que necesariamente la regulación normativa del 
impuesto debe atender, pues las concretas disfunciones que genera vulneran 
las exigencias derivadas del principio de capacidad económica (SSTC 
26/2017, FJ 4; y 37/2017, FJ 4). Concluirá el TC que por esas mismas razones, 
debe aquí que el tratamiento que los preceptos cuestionados de la Ley 
reguladora de haciendas locales otorgan a los supuestos de no incremento, o 
incluso de decremento, en el valor de los terrenos de naturaleza urbana, 
gravan una renta ficticia en la medida en que, al imponer a los sujetos pasivos 
del impuesto la obligación de soportar la misma carga tributaria que 
corresponde a las situaciones de incrementos derivados del paso del tiempo, 
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está sometiendo a tributación situaciones de hecho inexpresivas de capacidad 
económica, lo que contradice frontalmente el principio de capacidad 
económica que garantiza el artículo 31.1 CE. En consecuencia, los preceptos 
cuestionados deben ser declarados inconstitucionales, aunque solo en la 
medida en que no han previsto excluir del tributo las situaciones inexpresivas 
de capacidad económica por inexistencia de incrementos de valor (SSTC 
26/2017, FJ 3; y 37/2017, FJ 3). Sin que tal conclusión pueda salvarse en 
atención a las consideraciones de la defensa de la legitimidad de la norma en 
el sentido de que los ayuntamientos podrían adoptar de conformidad con la 
normativa reguladora del impuesto: de un lado, la reducción de valor catastral 
en hasta un 60 por 100 durante los cinco años siguientes a su revisión; de 
otro, la actualización, incluso a la baja, de los valores catastrales; en 
consecuencia considera el TC que  no sólo en aquellos supuestos en los que los 
Ayuntamientos no hayan previsto aquella reducción no quedaría sanada la 
situación que se considera inconstitucional, sino que también en aquellos 
otros en los que eventualmente hubieran podido prever la citada reducción, 
lo único que se estaría consiguiendo, caso de no estimarse un incremento, 
sería aminorar su importe, pero no evitarlo, lo que en modo alguno sanaría 
la vulneración del principio de capacidad económica del artículo 31.1 CE. Se 
reconocerá como cierto que los valores catastrales  pueden ser objeto de una 
actualización, incluso a la baja, por aplicación de los coeficientes previstos en 
las leyes de presupuestos generales, consiguiéndose con ello, eventualmente, 
la reducción del importe del tributo cuestionado; reconocerá el TC que 
siendo consciente el legislador estatal de que las circunstancias del mercado 
inmobiliario han cambiado como consecuencia de la crisis económica y, por 
tanto, de que los valores catastrales a partir de los cuales se determina el 
incremento del valor sometido a tributación se han visto afectados 
negativamente, introdujo —desde el ejercicio 2014— la posibilidad de aplicar 
unos coeficientes de actualización del valor catastral que no sólo sirven, en 
unos casos, para aumentarlo, sino también, en otros supuestos, para reducirlo. 
A diferencia de lo que venía sucediendo hasta el año 2013, cuando se aplicaba 
un único coeficiente de actualización del valor catastral de los bienes 
inmuebles, el artículo 16 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se 
adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las 
finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, dio nueva redacción 
al artículo 32 del texto refundido de la Ley del catastro inmobiliario, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, para prever 
la posibilidad de actualizar los valores catastrales de los bienes inmuebles 
urbanos, a petición de los ayuntamientos, siempre que se hubiesen puesto de 
manifiesto diferencias sustanciales entre los valores de mercado y los que 
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sirvieron de base para la determinación de los valores catastrales vigentes, y 
siempre que hubiesen transcurrido al menos cinco años desde la entrada en 
vigor de los valores catastrales derivados del anterior procedimiento de 
valoración colectiva de carácter general; recordará,a su vez, el TC que se 
vino aplicando un único coeficiente de actualización del valor catastral de los 
bienes inmuebles. Sin embargo, tras la modificación operada por el artículo 
16 de la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, la ley de presupuestos generales del 
Estado ha venido introduciendo unos coeficientes de actualización de los 
valores catastrales para su adecuación con el mercado inmobiliario, que 
pueden ser al alza o a la baja; la reducción prevista en las diferentes leyes de 
presupuestos para aquellos inmuebles cuyas ponencias de valores fueron 
aprobadas a partir del año 2005 intenta adecuar el valor catastral al valor del 
mercado inmobiliario, a efectos del impuesto sobre bienes inmuebles; en la 
medida que el valor catastral que tiene asignado el terreno al momento del 
devengo es el parámetro fundamental para determinar el incremento de 
valor que ha experimentado a lo largo de un período máximo de 20 años (art. 
107 LHL), no cabe duda de que la actualización de aquel valor, cuando lo sea 
a la baja, mediante la aplicación del coeficiente previsto en la correspondiente 
ley de presupuestos generales del Estado (en el caso de que el ayuntamiento lo 
haya solicitado a la Dirección General del Catastro), provocará como 
consecuencia inmediata la reducción de la base imponible (incremento de 
valor) en el impuesto controvertido. Sin embargo, la reducción del incremento 
imputable al obligado tributario, en el supuesto de no estimarse un 
incremento, nuevamente solo serviría para minorar su importe, pero no para 
evitarlo, en abierta contradicción con el principio de capacidad económica 
del artículo 31.1 CE. Procederá, finalmente el TC a efectuar una serie de 
precisiones últimas sobre el alcance de su fallo, de extraordinario valor 
hemenéutico: que transcribimos literalmente:

a) El impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos no es, con carácter 
general, contrario al Texto Constitucional, en su configuración actual. Lo es 
únicamente en aquellos supuestos en los que somete a tributación situaciones 
inexpresivas de capacidad económica, esto es, aquellas que no presentan 
aumento de valor del terreno al momento de la transmisión. Deben declararse 
inconstitucionales y nulos, en consecuencia, los arts. 107.1 y 107.2 a) LHL, «únicamente 
en la medida en que someten a tributación situaciones inexpresivas de capacidad 
económica» (SSTC 26/2017, FJ 7; y 37/2017, FJ 5).

b) Como apunta el Fiscal General del Estado, aunque el órgano judicial se 
ha limitado a poner en duda la constitucionalidad del artículo 107 LHL, 
debemos extender nuestra declaración de inconstitucionalidad y nulidad, 
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por conexión (art. 39.1 LOTC) con los arts. 107.1 y 107.2 a) LHL, al artículo 
110.4 LHL, teniendo en cuenta la íntima relación existente entre este 
último citado precepto y las reglas de valoración previstas en aquellos, cuya 
existencia no se explica de forma autónoma sino solo por su vinculación con 
aquel, el cual «no permite acreditar un resultado diferente al resultante de la 
aplicación de las reglas de valoración que contiene» [SSTC 26/2017, FJ 6, y 
37/2017, FJ 4 e)]. Por consiguiente, debe declararse inconstitucional y nulo 
el artículo 110.4 LHL, al impedir a los sujetos pasivos que puedan acreditar 
la existencia de una situación inexpresiva de capacidad económica (SSTC 
26/2017, FJ 7, y 37/2017, FJ 5).

c) Una vez expulsados del ordenamiento jurídico, ex origine, los arts. 107.2 
y 110.4 LHL, en los términos señalados, debe indicarse que la forma de 
determinar la existencia o no de un incremento susceptible de ser sometido 
a tributación es algo que solo corresponde al legislador, en su libertad de 
configuración normativa, a partir de la publicación de esta Sentencia, 
llevando a cabo las modificaciones o adaptaciones pertinentes en el régimen 
legal del impuesto que permitan arbitrar el modo de no someter a tributación 
las situaciones de inexistencia de incremento de valor de los terrenos de 
naturaleza urbana (SSTC 26/2017, FJ 7; y 37/2017, FJ 5).

FALLO: En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional ha decidi-
do: Estimar la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4864-2016 y, en consecuencia, 
declarar que los artículos 107.1, 107.2 a) y 110.4, todos ellos del texto refundido de la 
Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, son inconstitucionales y nulos, pero únicamente en la medida 
que someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor.

Véanse asimismo en directa e inmediata relación con esta Sentencia las SSTC 26/2017; 
37/2017; 48/2017, así como las SSTC 57/2017 y 72/2017.

En este número se inicia la reseña de la Jurisprudencia Constitucional de 
2017. Se han consultado las SSTC 1 100 de este 2017. Entre ellas, amén de 
la comentadas in extenso, son reseñables las relacionadas a continuación, 
acompañadas de la nota resumen del propio BOE.

Sentencia 8/2017, de 19 de enero de 2017 (BOE núm. 46, de 23 de 
febrero de 2017).  

Recurso de amparo 2341-2012. Promovido por don Marcus August Baier en 
relación con las Sentencias de las Salas de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Supremo y de la Audiencia Nacional que desestimaron su petición 
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de indemnización por funcionamiento anormal de la Administración de 
Justicia.

Vulneración del derecho a la presunción de inocencia: denegación de indemnización por 
prisión provisional fundada en la falta de acreditación de la inexistencia objetiva del hecho 
delictivo. Voto particular.

Sentencia 9/2017, de 19 de enero de 2017 (BOE núm. 46, de 23 de 
febrero de 2017).  

Conflicto positivo de competencia 4777-2016. Planteado por el Gobierno 
de la Generalitat de Cataluña respecto de la resolución de la Secretaría de 
Estado de servicios sociales e igualdad de 18 de mayo de 2016, por la que se 
convocan subvenciones estatales destinadas a la realización de programas 
de interés general con cargo a la asignación tributaria del impuesto sobre la 
renta de las personas físicas.

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad y asistencia social: preceptos 
reglamentarios que vulneran competencias autonómicas al atribuir al Estado el ejercicio 
de potestades ejecutivas (STC 13/1992).

Sentencia 11/2017, de 30 de enero de 2017 (BOE núm. 59, de 10 
de marzo de 2017).  

Recurso de amparo 3497-2013. Promovido por doña Mónica Oltra Jarque 
respecto de los acuerdos de la Mesa de las Cortes Valencianas sobre 
inadmisión a trámite de dos proposiciones no de ley.

Vulneración del derecho al ejercicio de las funciones representativas: inadmisión de 
iniciativas parlamentarias sin motivación suficiente (STC 44/2010).

Sentencia 16/2017, de 02 de febrero de 2017 (BOE núm. 59, de 10 
de marzo de 2017).  

Conflicto positivo de competencia 1092-2013. Planteado por el Gobierno 
de la Nación respecto de la resolución de 20 de diciembre de 2012, de la 
Dirección Gerencia del Servicio Andaluz de Salud, por la que se anuncia 
convocatoria para la selección de medicamentos a dispensar por las oficinas 
de farmacia de Andalucía, cuando sean prescritos o indicados por principio 
activo en las recetas médicas y órdenes de dispensación oficiales del Sistema 
Nacional de Salud.

Competencias sobre condiciones básicas de igualdad, sanidad, farmacia y Seguridad 
Social: STC 210/2016 (constitucionalidad de las previsiones legales autonómicas 
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relativas a la selección, mediante la correspondiente convocatoria pública, por el servicio de 
salud, de los medicamentos o productos sanitarios a dispensar por las oficinas de farmacia 
cuando se prescriban por principio activo o denominación genérica).

Sentencia 19/2017, de 02 de febrero de 2017 (BOE núm. 59, de 10 
de marzo de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 2256-2016. Interpuesto por el Presidente 
del Gobierno respecto del artículo 19.6 de la Ley del Parlamento de Cataluña 
16/2015, de 21 de julio, de simplificación de la actividad administrativa de 
la Administración de la Generalitat y de los gobiernos locales de Cataluña y 
de impulso a la actividad económica.

Competencias sobre régimen jurídico de las Administraciones públicas y entidades locales: 
nulidad del precepto legal autonómico que conlleva la caracterización subjetiva de los entes 
locales inferiores al municipio (STC 41/2016).

Sentencia 33/2017, de 01 de marzo de 2017 (BOE núm. 83, de 07 
de abril de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 4585-2012. Interpuesto por el Consejo 
de Gobierno de la Junta de Andalucía en relación con diversos preceptos 
del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para 
garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la 
calidad y seguridad de sus prestaciones.

Límites de los decretos-leyes, derecho a la protección de la salud y competencias sobre 
sanidad: constitucionalidad de los preceptos legales estatales que modifican la regulación 
jurídica de la condición de asegurado del Sistema Nacional de Salud, el régimen de 
prescripción de medicamentos y productos sanitarios, y la acción social destinada al 
personal estatutario de los servicios públicos de salud. Votos particulares.

Sentencia 34/2017, de 01 de marzo de 2017 (BOE núm. 83, de 07 
de abril de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 3071-2013. Interpuesto por el Gobierno 
de la Generalitat de Cataluña respecto de los artículos 39.2 y 40 del Real 
Decreto-ley 4/2013, de 22 de febrero, de medidas de apoyo al emprendedor 
y de estímulo al crecimiento y de la creación de empleo.

Límites de los decretos-leyes y competencias sobre urbanismo y comercio interior: 
constitucionalidad de los preceptos legales estatales relativos a la incidencia territorial de 
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las instalaciones de distribución al por menor de carburante y combustibles petrolíferos. 
Voto particular.

Sentencia 35/2017, de 01 de marzo de 2017 (BOE núm. 83, de 07 
de abril de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 3076-2013. Interpuesto por más de 
cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Socialista en el Congreso 
respecto del Real Decreto-ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modifica 
el régimen de las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y el 
sistema de asistencia jurídica gratuita.

Límites de los decretos-leyes, derechos a la igualdad y a la tutela judicial efectiva, justicia 
gratuita: acreditación de la concurrencia del presupuesto habilitante; constitucionalidad de 
los preceptos legales controvertidos.

Sentencia 37/2017, de 01 de marzo de 2017 (BOE núm. 83, de 07 
de abril de 2017).  

Cuestión de inconstitucionalidad 6444-2015. Planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo número 3 de Vitoria-Gasteiz, en relación, de 
un lado, con diversos preceptos de la Norma Foral 46/1989, de 19 de julio, 
del impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza 
urbana del territorio histórico de Álava, y, de otro, con los artículos 107 
y 110.4 del texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Principio de capacidad económica y prohibición de conficastoriedad: inadmisión de la 
cuestión de inconstitucionalidad; nulidad de los preceptos de la norma foral fiscal en tanto 
someten a tributación situaciones de inexistencia de incrementos de valor de los terrenos de 
naturaleza urbana (STC 26/2017).

Sentencia 44/2017, de 27 de abril de 2017 (BOE núm. 126, de 27 
de mayo de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 2002-2014. Interpuesto por más de 
cincuenta diputados, integrantes de los Grupos Parlamentarios Socialista; 
IU, ICV-EUIA, CHA, la Izquierda Plural; Unión Progreso y Democracia y 
Mixto respecto de diversos preceptos de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, 
de racionalización y sostenibilidad de la Administración local.

Autonomía local, reserva de ley orgánica y competencias sobre régimen local: extinción 
parcial del proceso constitucional, interpretación conforme con la Constitución del precepto 
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relativo a la coordinación por las diputaciones provinciales de competencias municipales 
(SSTC 41/2016 y 111/2016).

Sentencia 45/2017, de 27 de abril de 2017 (BOE núm. 126, de 27 
de mayo de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 2003-2014. Interpuesto por el Parlamento 
de Andalucía respecto de diversos preceptos de la Ley 27/2013, de 27 de 
diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración local.

Autonomía local y competencias sobre régimen local: extinción parcial del proceso 
constitucional, interpretación conforme con la Constitución del precepto relativo a la 
asunción autonómica de competencias municipales en materia educativa (STC 41/2016).

48/2017, de 27 de abril de 2017 (BOE núm. 126, de 27 de mayo 
de 2017).  

Cuestión de inconstitucionalidad 232-2016. Planteada por el Juzgado de lo 
Contencioso-Administrativo núm. 1 de Vitoria-Gasteiz, en relación, de un 
lado, con diversos preceptos de la Norma Foral 46/1989, de 19 de julio, del 
impuesto sobre el incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana 
del territorio histórico de Álava, y, de otro, con los artículos 107 y 110.4 del 
texto refundido de la Ley reguladora de las haciendas locales, aprobado por 
el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.

Principio de capacidad económica y prohibición de confiscatoriedad: inadmisión de la 
cuestión de inconstitucionalidad; extinción de la cuestión prejudicial de validez (STC 
37/2017).

Sentencia 73/2017, de 08 de junio de 2017 (BOE núm. 168, de 15 
de julio de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 3856-2012. Recurso de inconstitucionalidad 
3856-2012. Interpuesto por más de cincuenta diputados del Grupo 
Parlamentario Socialista en el Congreso de los Diputados respecto de la 
disposición adicional primera del Real Decreto-ley 12/2012, de 30 de marzo, 
por el que se introducen diversas medidas tributarias y administrativas 
dirigidas a la reducción del déficit público.

Límites de los decretos-leyes y principio de justicia tributaria: nulidad del precepto legal 
que introduce un procedimiento de declaración especial para la regularización de la 
situación tributaria de determinados contribuyentes.
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Sentencia 94/2017, de 06 de julio de 2017 (BOE núm. 191, de 11 
de agosto de 2017).  

Recurso de inconstitucionalidad 4567-2015. Interpuesto por el Presidente 
del Gobierno respecto del capítulo I de la Ley del Parlamento de Cataluña 
15/2014, de 4 de diciembre, del impuesto sobre la provisión de contenidos 
por parte de los prestadores de servicios de comunicaciones electrónicas y de 
fomento del sector y la difusión de la cultura digital.

Límites a la potestad tributaria de las comunidades autónomas: nulidad del impuesto 
autonómico que grava la disponibilidad del servicio de acceso, mediante un operador de 
servicios, a contenidos existentes en redes de comunicaciones electrónicas. Voto particular.




